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III. Otras disposiciones

MINISTERIO DE JUSTICIA

10015 RESOLUCIÓN de 9 de mayo de 2003, de la Secretaría de
Estado de Justicia, por la que se ordena la publicación
del Acuerdo suscrito entre el Ministerio de Justicia y las
Organizaciones Sindicales más representativas en el ámbi-
to de la Administración de Justicia.

Habiéndose suscrito el Acuerdo entre el Ministerio de Justicia y las
Organizaciones Sindicales CSI-CSIF, CC.OO y FSP.-U.G.T., en el que se
recogen los principios básicos que sustentan la reforma de la Oficina Judi-
cial para la modernización y mejor del servicio público de la Administración
de Justicia, que figura como Anexo a la presente Resolución, y con la
finalidad de favorecer el conocimiento del referido Acuerdo, esta Secretaría
de Estado ha resuelto ordenar su publicación en el «Boletín Oficial del
Estado».

Madrid, 9 de mayo de 2003.—El Secretario de Estado, Rafael Catalá
Polo.

ANEXO

El Pacto de Estado para la reforma de la Justicia suscrito por todos
los grupos políticos con representación parlamentaria el 28 de mayo de
2001 y al que se han incorporado las Comunidades Autónomas con com-
petencias transferidas tiene como objetivo fundamental la modernización
y mejora del servicio público de la Administración de Justicia, incremen-
tando sus niveles de calidad y consiguiendo que sea más rápido y ágil,
con mayores grados de eficiencia y eficacia.

Para la consecución de sus principales objetivos, es imprescindible
la participación plena de las organizaciones sindicales en el ámbito de
la Administración de Justicia, legítimos representantes de los protagonistas
de un gran número de aspectos de la reforma emprendida: el personal
al servicio de la Administración de Justicia, que engloba los funcionarios
de los Cuerpos de Secretarios Judiciales, Médicos Forenses, Oficiales, Auxi-
liares y Agentes Judiciales, así como de los Cuerpos y Escalas del Instituto
de Toxicología.

Los principios básicos que sustentan la reforma se basan en una mayor
calidad en la atención al ciudadano, en una mayor eficacia de los órganos
judiciales, una mejor y más especializada formación del personal, una
más adecuada y más perfeccionada legislación y un mayor grado de ren-
dimiento, debidamente fomentado desde las políticas de Justicia, aplicables
al personal que presta servicios en ella.

El Pacto de Estado para la Reforma de la Justicia ha plasmado, de
manera concreta y pormenorizada, todos los principios que han de presidir
la reforma:

Nuevo modelo de Oficina Judicial, que ofrezca una atención de calidad
al ciudadano, garantizando el funcionamiento de la Administración de
Justicia mañana y tarde y permita establecer técnicas y principios orga-
nizativos acordes con una organización moderna, ofreciendo de manera
inmediata un servicio público ágil y eficaz.

Adecuada gestión de los recursos humanos que lleva aparejada la nece-
sidad de la modificación del régimen estatutario del personal al servicio
de la Administración de Justicia, incorporando al contenido del Pacto
lo ya acordado en la Conferencia Sectorial celebrada entre las Adminis-
traciones competentes.

Redefinición del Estatuto del Cuerpo de Secretarios Judiciales, que
se estructura jerárquicamente y al que se atribuyen nuevas competencias,
redefiniendo la Fe Pública Judicial como instrumento para la Adminis-
tración de Justicia, exclusiva del Secretario Judicial, indelegable e inha-
bilitable como las otras funciones de los Secretarios Judiciales y así se
incorporará en el proyecto de reforma de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

El Ministerio de Justicia, consciente de que el impulso de modernización
y mejora de la Justicia precisa del diálogo social, conviene con las orga-
nizaciones sindicales más representativas en el sector, como interlocutores
y partícipes activos en la citada mejora, el presente acuerdo, en el que
se recogen aquellas medidas contenidas en la reforma proyectada y que
han sido objeto de aceptación por dichas organizaciones a lo largo del
proceso negociador que se ha venido manteniendo:

Medidas derivadas del mantenimiento del carácter nacional de los
cuerpos.

Se mantiene y fortalece el carácter nacional de los Cuerpos al servicio
de la Administración de Justicia, que implica:

Un Estatuto único determinado por la Ley Orgánica del Poder Judicial,
en cumplimiento del mandado constitucional del art. 122 de la Constitución
Española que sentará las reglas de la distribución de competencias entre
el Gobierno y las Comunidades Autónomas para la gestión del personal
al servicio de la Administración de Justicia, manteniendo siempre el prin-
cipio básico del carácter nacional de los Cuerpos.

Delimitación del desarrollo reglamentario que de este Estatuto Jurídico
podrán realizar el Gobierno y las Comunidades Autónomas con compe-
tencias asumidas, en los términos establecidos en la propia Ley Orgánica
del Poder Judicial.

Mantenimiento de las competencias del Ministerio de Justicia en las
siguientes materias: adquisición y pérdida de la condición de funcionario
de los citados Cuerpos, selección y nombramiento, jubilación, separación
servicio y rehabilitación, derivados del propio carácter nacional de los
Cuerpos.

Mantenimiento de los concursos de traslado de ámbito nacional, con
convocatoria al menos anual, asegurando la efectiva participación en con-
diciones de igualdad de todos los funcionarios, cualquiera que sea el ámbito
territorial en el que prestan sus servicios estableciendo un sistema que
garantice de manera permanente la inmediatez y la agilidad en la provisión
de las vacantes.

Medidas tendentes a lograr una mayor cualificación de los funcionarios:

Creación de cuerpos de nueva definición con elevación de las titu-
laciones exigidas para su acceso (Diplomatura Universitaria, Bachillerato
y ESO) a los que se asignara funciones derivadas de la nueva estructura
de la oficina judicial, optimizando la preparación y cualificación del per-
sonal y potenciando sus posibilidades.

Integración de todos los funcionarios en los nuevos Cuerpos indepen-
dientemente de la titulación que posean, con la única salvedad de que
los que no la acrediten, pasarán a formar parte de una escala a extinguir,
lo que no supondrá diferencia alguna en el aspecto retributivo y de pro-
moción y en el resto de derechos laborales regulados en el Estatuto.

Los efectos de la integración se extenderán a los funcionarios cualquiera
que sea su situación administrativa.

Se establecerá un procedimiento transitorio que permita la promoción
de los actuales funcionarios de los Cuerpos de administración de Justicia
a los Cuerpos superiores.

La prestación de servicios en las Oficinas Judiciales se realizará con
exclusividad por los funcionarios pertenecientes a los Cuerpos al servicio
de la Administración de Justicia. Reserva de función, que viene exigida
por la necesaria especialización de estos funcionarios, sin que ello suponga
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obstáculo para que se establezca la posibilidad de que puedan prestar
servicios en las unidades administrativas, que para la gestión de medios
materiales y personales creen las Administraciones con competencias en
materia de Justicia, lo que en la práctica supone que solamente los fun-
cionarios de la Administración de Justicia podrán desarrollar su actividad
en la oficina judicial.

Medidas tendentes a la profesionalización:

Potenciación de la carrera profesional. El establecimiento de diferentes
puestos de trabajo con distintos niveles de cualificación y responsabilidad
dentro de una misma unidad producirá, por primera vez en esta Admi-
nistración, que la carrera profesional tenga una doble vía: por un lado
la promoción entre cuerpos, ya existente, y por otro, la ocupación sin
necesidad de promoción interna de puestos de trabajo asignados al mismo
cuerpo con mayor nivel de responsabilidad y, como consecuencia, mayor
nivel retributivo.

Fortalecimiento de la promoción interna, con la reserva, en todos los
cuerpos, del 50% de las plazas vacantes para su cobertura por este sistema,
siempre que se posea la titulación adecuada, desde el Grupo inmedia-
tamente inferior y para todos los Cuerpos (desde el de Auxilio Judicial
al de Secretarios).

Establecimiento de un procedimiento que permita la sustitución retri-
buida de vacantes y ausencias legales por funcionarios de Cuerpos de
inferior Grupo que ostenten los requisitos de titulación y aquellos otros
que reglamentariamente se establezcan.

Potenciación de la Formación Continua: Se dará una especial relevancia
a la formación continua de los funcionarios al servicio de la Administración
de Justicia con el objetivo de mejorar sus capacidades profesionales para
la adaptación al nuevo modelo de oficina judicial que se diseña y de facilitar
sus posibilidades de promoción profesional.

Medidas encaminadas a la eficacia en la prestación de servicios:

Mantenimiento de la oferta de empleo público anual única para el
conjunto del sistema, dentro de las disponibilidades presupuestarias de
cada ejercicio, una vez evaluadas las necesidades de recursos humanos,
siguiendo los criterios del Gobierno para el sector público estatal.

Estabilidad en el empleo público, estableciendo la posibilidad de pro-
cesos de consolidación mediante el acceso a los cuerpos por el sistema
de concurso-oposición, lo que podrá permitir en el futuro una disminución
del porcentaje de eventualidad que se da en la actualidad en la Admi-
nistración de Justicia.

Racionalización de la actividad laboral introduciendo, como elemento
de ordenación, las Relaciones de Puestos de Trabajo, que permitirá esta-
blecer distintos niveles de responsabilidad y cualificación para el desem-
peño de puestos de trabajo y en consecuencia, una racionalización de
la estructura organizativa que le haga más acorde con las necesidades
de cada momento.

Reordenación y redistribución de los puestos de trabajo, en base a
un proyecto elaborado por las Administraciones competentes y negociado
con las organizaciones sindicales más representativas, mediante proce-
dimientos de movilidad voluntaria.

La jornada anual de trabajo será establecida con carácter general, por
el Ministerio de Justicia, negociada con las organizaciones sindicales más
representativas dejando a la capacidad organizativa de las CC.AA. el esta-
blecimiento de los horarios, que en cualquier caso respetarán el de audien-
cia pública.

Ampliación del horario de atención al público y tendencia a la homo-
geneización de los horarios de trabajo en las Oficinas Judiciales, con la
posibilidad de apertura en horario de tarde mediante negociación con
las organizaciones sindicales mas representativas, con participación de
aquellos trabajadores que voluntaria e incentivadamente se incorporen
a esta modalidad de jornada.

Puesta en marcha de todas las medidas en materia de salud laboral,
estableciéndose de manera urgente las evaluaciones de riesgo iniciales,
los planes de emergencia, la creación inmediata de los servicios de pre-
vención propios y comité de seguridad y salud central.

Establecimiento de un nuevo marco en las relaciones laborales, con
una mayor y más intensa participación de los representantes de los fun-
cionarios al servicio de la Administración de Justicia, a través de grupos
de trabajo, mesas o cualquier otro foro de diálogo y negociación.

Medidas retributivas:

Establecimiento de una nueva ordenación retributiva más flexible con
incentivos salariales vinculados a las propuestas de modernización y mejo-
ra de la calidad del servicio público de la Justicia:

Sistema retributivo: Se simplifica la compleja estructura actual retri-
butiva, adaptándola al nuevo modelo de oficina judicial que se perfila.
Básicamente se establecerán:

I. Retribuciones básicas: Sueldo, antigüedad y pagas extraordinarias,
que se fijarán en la Ley de Presupuestos Generales del Estado de cada
año, cuya cuantía se establecerá en función de la especialidad de los Cuer-
pos al servicio de la administración de justicia tomando como referencia
los coeficientes 2.5, 2 y 1.75 respectivamente para los Cuerpos de Gestión,
Tramitación y Auxilio. La retribución por antigüedad continuará siendo
del 5% sobre el sueldo por cada tres años de servicio.

II. Retribuciones complementarias fijas:

Complemento General del Puesto que retribuirá los distintos tipos de
puestos que se establezcan para cada cuerpo por Real Decreto. La cuantía
será fijada igualmente por Ley de Presupuestos Generales del Estado de
cada año. Este complemento incorporará las retribuciones que actualmente
tienen carácter fijo.

Complemento Específico: Destinado a retribuir la especial cualificación
de los puestos de trabajo. Su cuantía se determinará por las Adminis-
traciones Públicas competentes previa negociación con las organizaciones
sindicales en sus diversos territorios, que se determinará en las Relaciones
de Puestos de Trabajo.

III. Retribuciones complementarias variables:

Productividad: Destinada a retribuir la participación del funcionario
en el cumplimiento de los objetivos que se establezcan. Su cuantía se
determinará por la Administración Pública competente en sus correspon-
dientes ámbitos, previa negociación con las organizaciones sindicales más
representativas, y en función de los objetivos que, así mismo, se establezcan.

Incremento retributivo:

Sin perjuicio de las medidas incluidas en el «Acuerdo Administra-
ción-Sindicatos para la modernización y mejora de las Administraciones
Públicas» de 7 de noviembre, la Administración ofrece a los sindicatos
representados en la Mesa Sectorial de la Administración de Justicia las
siguientes medidas económicas como elemento incentivador que permita,
a lo largo de los próximos ejercicio presupuestarios 2003, 2004 y 2005,
la efectiva transformación de la oficina judicial, la ejecución de funciones
de mayor responsabilidad por los funcionarios, la orientación al ciudadano
de los servicios y la incorporación de las nuevas tecnologías así como
la aplicación de la carta de derechos del ciudadano ante la Justicia.

Retribuciones básicas:

Elevación del sueldo por la integración de los cuerpos en otros de
grupo superior, aplicable a todos los funcionarios de la Administración
de Justicia, en una cuantía equivalente a un 4’7 % de incremento sobre
masa salarial con efectos de 1 de enero de 2004. Dos puntos porcentuales
de este incremento se abonará con efectos de 28 de abril de 2003.

Los haberes reguladores de clases pasivas se determinarán en función
de los nuevos sueldos que se establecen.

Se mantiene la retribución por antigüedad por cada tres años de servicio
efectivo en un 5% de las retribuciones básicas.

Estas medidas serán de aplicación general a todo el personal de los
cuerpos de funcionarios al servicio de la Administración de Justicia con
independencia de la Administración que abone dichas retribuciones.

Retribuciones complementarias:

Dentro de éstas hay que distinguir:

Complemento general del puesto que recogerá los conceptos que en
la actualidad integran el complemento de destino (carácter de la función,
población y especial dificultad), en sus actuales cuantías. Este comple-
mento, así definido, será aplicable a todos los funcionarios de la Admi-
nistración de Justicia.

Establecimiento de complementos específicos cuantificados por cada
Administración Pública competente en sus respectivos ámbitos, que deri-
varán de la aplicación de las Relaciones de Puestos de Trabajo.

Incentivos a la productividad por el cumplimiento de objetivos, fijados
asimismo por cada Administración Pública competente en sus respectivos
ámbitos. Igualmente se retribuirá por la aplicación de programas vincu-
lados con la informatización, atención al ciudadano, jornada flexible volun-
taria y agilización de la tramitación.

Las Administraciones Públicas competentes determinarán las dotacio-
nes económicas y presupuestarias que destinen para financiar las retri-
buciones complementarias antes indicadas.
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Para la concreción de todos los incrementos de retribuciones com-
plementarias se constituirá un grupo de trabajo en el seno del Ministerio
de Justicia en el que participarán todas las organizaciones sindicales con
representación en la Mesa Sectorial.

La articulación legal de estas medidas, además de su incorporación
en el Proyecto de Ley de reforma de la Ley Orgánica del Poder Judicial,
se efectuará como enmienda al Proyecto de Ley de retribuciones de jueces
y fiscales, ahora en tramitación parlamentaria.

En el marco de la colaboración y coordinación que preside las relaciones
entre las Administraciones competentes en el ámbito de justicia, el Minis-
terio se compromete a presentar en la Conferencia Sectorial este Acuerdo
para que sirva de referente a las medidas económicas que en materia
de complemento específico y productividad puedan adoptar las CC.AA.
en sus respectivos ámbitos para hacer posible la puesta en marcha de
la reforma de la Administración de Justicia.

Asimismo el Ministerio respecto a las Comunidades Autónomas que
en la actualidad se encuentran en proceso de transferencias, asume el
compromiso de que las mejoras retributivas que de este acuerdo se derivan
para los funcionarios destinados en órganos judiciales del ámbito de dichas
Comunidades y que sean efectivas, se incluirán en las partidas presu-
puestarias del Capítulo I que se transferirán en su momento, para que
sean consolidadas en los presupuestos propios de dichas Comunidades.

Madrid, 24 de febrero de 2003.—Por las Organizaciones Sindicales, José
Luis Bauzá Simón, CSI-CSIF.; Javier Hernández Gutiérrez, CC.OO.; Joaquín
Vela Manzano, FSP-UGT.—Por la Administración, José María Michavila
Núñez, Ministro de Justicia.

10016 RESOLUCIÓN de 23 de abril de 2003, de la Dirección Gene-
ral de los Registros y del Notariado, en el recurso guber-
nativo interpuesto por «Agrupación de Asociaciones de
Abogados Afschrift, AEIE», contra la negativa de la Regis-
tradora Mercantil de Madrid IV, doña Eloísa Bermejo Zofio,
a inscribir dicha agrupación europea de interés econó-
mico.

En el recurso gubernativo interpuesto por don Ramón Casero Barrón,
como Administrador de «Agrupación de Asociaciones de Abogados Afsch-
rift, AEIE», contra la negativa de la Registradora Mercantil de Madrid IV,
doña Eloísa Bermejo Zofio, a inscribir dicha agrupación europea de interés
económico.

Hechos

I

El 14 de febrero de 2002, se presentó en el Registro Mercantil de Madrid
un documento privado por el que la sociedad civil de derecho español
«Afschrift y Asociados Abogados», la sociedad civil de derecho belga «Afsch-
rift et Associés, SNC» y la sociedad de derecho belga «Thierry Afschrift
and Partners, SPRL.» constituían la «Agrupación de Asociaciones de Abo-
gados Afschrift, AEIE». Calificado el documento, la Registradora Mercantil
apreció como defecto la necesidad de justificarse documentalmente las
representaciones alegadas. El 23 de abril de 2002 se volvió a presentar
el documento acompañado de una certificación de la Junta Administrativa
de la Asociación suscrita por su Presidente y su Secretario, sin que tales
firmas estén legitimadas y además las fotocopias de unos documentos
redactados en francés.

II

El anterior documento, acompañado de la documentación mencionada,
mereció de la Registradora Mercantil la siguiente calificación: «El Regis-
trador Mercantil que suscribe previo examen y calificación del documento
precedente de conformidad con los artículos 18-2 del Código de Comercio
y 6 del Reglamento del Registro Mercantil, ha resuelto no practicar la
inscripción solicitada por haber observado el/los siguiente/s defecto/s que
impiden su práctica: Defectos- Defecto subsanable: Los documentos com-
plementarios deben estar traducidos y debidamente legitimados. En el
plazo de 1 mes a contar desde la fecha de la notificación de esta calificación,
se puede interponer recurso en la forma y según los trámites previstos
en el artículo 324 y siguientes de la Ley Hipotecaria, aprobada por Decreto
de 8 de febrero de 1946 y modificada por la Ley 24/2001 de 27 de diciembre.
Madrid, 26 de abril de 2002. La Registradora». Firma ilegible.

III

Don Ramón Casero Barrón, interpuso recurso gubernativo contra la
anterior nota y alegó: 1. La ley aplicable para el estado y capacidad de
las personas jurídicas es la ley española, en relación con la sociedad civil
«Agrupación de Asociaciones de Abogados Afschrift, AEIE», y la ley belga
en relación con los otros dos socios de la Agrupación Europea de Interés
Económico. El Registrador no puede solicitar los documentos, ni menos
traducidos y legitimados, en relación con las dos sociedades belgas, porque
cuando la representación es estatutaria con las menciones del artículo
5 del Reglamento (CEE) 2137/85, de 25 de julio de 1985, relativo a la
constitución de una agrupación europea de interés económico (Agrupación
de Asociaciones de Abogados Afschrift, AEIE»), que establece que deberá
constar en el contrato de agrupación, al menos: (...) d) el nombre, razón
o denominación social, la forma jurídica, el domicilio sede social y, en
su caso, el número y el lugar de registro de cada uno de sus miembros,
se estará en posición de conocer si el administrador de la sociedad actúa
correctamente y porque la AEIE se concibe como vehículo de cooperación
internacional para el desarrollo de las PYMES, por lo que necesariamente
los costes de constitución y publicidad se tienen que reducir considera-
blemente, así la no exigencia de escritura pública, y demás requisitos de
índole formal, como es la traducción y legitimación de la representación
estatutaria. 2. El artículo 268 del Reglamento del Registro Mercantil esta-
blece que las inscripciones relativas a las agrupaciones europeas de interés
económico quedarán sujetas a las disposiciones que sobre titulación exi-
gible y circunstancias que han de expresarse y, en general, sobre el régimen
registral de estas entidades, están contenidas en el Reglamento (CEE)
2137/1985, de 25 de julio, y en la Ley 12/1991, de 29 de abril, de Agru-
paciones de Interés Económico. En consecuencia, como el régimen registral
se incorpora en el Reglamento CEE, no se exige que se acompañen docu-
mentos que acrediten la representación alegada en relación con las enti-
dades de derecho belga, y menos su traducción y legitimación. 3.- En el
presente supuesto no se puede aplicar el artículo 5.3 del Reglamento del
Registro Mercantil por lo establecido sobre la especialidad que supone
el Reglamento CEE 2137/1985. 4.- Por último, la Resolución de 12 de abril
de 2002 sobre interpretación del artículo 98 de la Ley 24/2001, de 27
de diciembre, se puede utilizar como argumento interpretativo puesto que,
si en el documento de constitución de la AEIE se establecen expresamente
los datos de la sociedad extranjera, donde aparece el dato correspondiente
a la inscripción en el Registro correspondiente del país de su sede de
dirección o domicilio, ya no será necesario acreditar la representación
alegada, ni por supuesto la traducción y legitimación de los documentos
y ello, no por el artículo 98 de la Ley 24/2001, sino por los artículos
2.1, 5 y 8 del Reglamento comunitario.

IV

La Registradora Mercantil número IV de Madrid, informó: 1. En este
caso, al intervenir dos personas jurídicas extranjeras, es necesario que
el Registrador Mercantil llegue a la certeza de que las mismas existen
conforme a su ley nacional y de que las personas físicas que actúan en
su nombre estén plenamente capacitadas para ello. Para llegar a esta con-
vicción, el Registrador exige que se acompañen los documentos comple-
mentarios de donde se pueden deducir dichos extremos de forma indu-
bitada y, conforme a lo dispuesto en el artículo 5.3 del Reglamento del
Registro Mercantil, los documentos deben ser en primer lugar, auténticos,
y para ello legalizados y, en segundo lugar, comprensibles, es decir, acom-
pañados de su traducción. 2. Por tanto, la alegación que hace el recurrente
de que la ley nacional de las personas jurídicas intervinientes es la aplicable
en este caso, está apoyando la nota de calificación recurrida.

Fundamentos de Derecho

Vistos la Ley 12/1991, de 29 de abril, de Agrupación de Interés Eco-
nómico, el Reglamento (CEE) n.o 2137/85 del Consejo, de 25 de julio de
1985, relativo a la constitución de una agrupación europea de interés eco-
nómico (AEIE), los artículos 5.3 y 268 del Reglamento del Registro Mercantil
y 36 y 37 del Reglamento Hipotecario.

1. Presentado en el Registro Mercantil el documento privado de cons-
titución de una Agrupación Europea de Interés Económico que constituyen
tres sociedades civiles, una española y otras dos belgas, acompañada de
una certificación de la Junta administrativa de la entidad española y de
las fotocopias de una serie de documentos redactados en francés, la Regis-
tradora suspende por entender que los documentos complementarios
deben de estar traducidos y legitimados.


